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Acta número _______ de 27 de octubre de 2015
En la fecha la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira (Risaralda), procede a resolver el recurso de apelación propuesta por  la señora OLGA OROZCO VALENCIA contra el auto de fecha quince (15) de septiembre de 2015, proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, dentro del proceso ejecutivo iniciado por MARÍA ISNARDE GRCÉS MEDINA, contra COLPENSIONES cuya radicación corresponde al  Nº. 66001-31-05-001-2012-00951-01.

Sería del caso resolver lo pertinente en relación con el recurso de apelación propuesto por Colpensiones, si no fuera porque se evidencia una situación irregular que vicia de nulidad la actuación surtida tanto en la presente acción ejecutiva, como en el trámite ordinario, luego de proferida la sentencia que puso fin a la instancia anterior, por las razones que adelante se expondrán, previo los siguientes
ANTECEDENTES

Luego de haber obtenido decisión favorable dentro del proceso ordinario laboral que adelantó en contra del Instituto de Seguros Sociales, -hoy Colpensiones-, la señora María Isnarde Garcés Medina, solicitó la ejecución de la sentencia con el fin de lograr la satisfacción de la obligación que le fue impuesta a dicha entidad.

Mediante escrito presentado el 3 de junio de 2014 estando en curso la ejecución, la señora Olga Orozco Valencia, solicitó al juzgado la nulidad por falta de integración del contradictorio, pues estima que, en calidad de cónyuge supérstite del causante José Vicente Reyes Fernandez, le asiste derecho a la prestación reconocida a la señora Garcés Medina, petición que fue negada y oportunamente recurrida por la incidentista.  
Encontrándose el expediente ante esta Corporación para decidir la alzada, se evidenció una situación irregular que vicia de nulidad la actuación surtida tanto en la presente acción ejecutiva, como en el trámite ordinario, luego de proferida la sentencia que puso fin a la instancia anterior, dadas las siguientes consideraciones.

1. DE LA OBLIGATORIEDAD DE SURTIR EL GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA DE LAS SENTENCIAS EN CONTRA DEL ISS HOY COLPENSIONES.

El artículo 69 del Código Procesal del Trabajo  y de la Seguridad Social, con la modificación que le introdujo el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, estableció el grado jurisdiccional de consulta para las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante. –Negrilla fuera del texto-
Recientemente la Sala de Casación Laboral en  sede de tutela, indicó lo siguiente:

“con fundamento en las disposiciones de la L.100/1993 y las demás normas que la complementa, modifica y reglamenta, tales como los decretos 692/1994, 1071/1995, 832/9196  y la L.797 de 1993 que el Estado tiene la calidad de garante de las pensiones del régimen de prima media con prestación definida a cargo del extinto ISS, tesis que se reforzó con el primer inc. del A.L.001/2005 que adicionó el art. 48 constitucional  según el cual “El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional respetará los derechos adquiridos don arreglo a la Ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la Ley esté a su cargo” 
Así ha concluido en múltiples oportunidades, que la Nación sí garantiza el pago de pensiones, se itera, del régimen de prima media con prestación definida, de forma que debe surtirse el grado jurisdiccional de consulta consagrado en el art. 69 del C.P.T. y S.S. para proteger el interés público que está implícito en las eventuales condenas por las que el Estado debe responder
”.

En el anterior orden de ideas, en vigencia del artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, que en este Distrito Judicial empezó a regir el 1º de julio de 2011, las sentencias que fueron proferidas en contra del Instituto de Seguros Sociales, así como las que resultaron desfavorables a Colpensiones, debieron ser consultadas, con independencia de su naturaleza jurídica –Empresas Industriales y Comerciales del Estado- y ello es así por cuanto es innegable que estas entidades, tenía, la primera y tiene a cargo, la segunda, la administración del régimen de prima media, de cuyas prestaciones el Estado es garante conforme las disposiciones citadas en el extracto jurisprudencial.

Es más, tal es la protección al interés público, que la consulta a favor de las entidades descentralizadas en las que la Nación es garante, no se limita a que la decisión le sea totalmente desfavorable a la demandada, pues basta que resulte parcialmente condenada, debiendo incluso surtirse, aun cuando haya sido interpuesto el recurso de apelación, en los puntos que no fueron objeto de la impugnación, tal y como lo consideró la Alta Magistratura en la decisión citada, en la cual ejerció su función unificadora, indicando de manera contundente que las decisiones que por mandato de la Ley deben ser consultadas, no cobraran ejecutoria hasta tanto no se haya surtido dicho trámite, conforme lo consagrado en el artículo 331 del CPC.
2. NULIDADES INSANEABLES EN EL TRÁMITE PROCESAL

Son causal de nulidad procesal y como tal tienen la entidad de dejar sin efectos toda o parte de una actuación judicial, las que taxativamente se encuentran previstas en el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, siendo una de ellas  la consagrada en el numeral 3º, que en su tenor literal consagra “Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva instancia.”, causal que según las voces del artículo 144 último inciso, es insaneable. –Negrilla fuera de texto-.
3. CASO CONCRETO.

En las copias allegadas para resolver la apelación propuesta, no obra la sentencia que sirve como título de recaudo; no obstante a folio 8 del cuaderno de segunda instancia se advierte que fue solicitado al juzgado de conocimiento, en calidad de préstamo, el proceso ejecutivo –original- del cual fueron tomadas las copias que integran el actual expediente, de cuya inspección la ponencia derrotada extrajo que la fecha de la sentencia de primer grado fue proferida el 18 de julio de 2013.

Siendo ello así, esto es, habiéndose proferido la sentencia de condena contra Colpensiones en el proceso ordinario el día 18 de julio de 2013, ninguna duda ofrece el hecho de que debía haberse dispuesto su consulta, pues tal garantía nació para el ISS y posteriormente para Colpensiones con la entrada en vigencia de la Ley 1149 de 2007 -1º de julio de 2011- y no con las múltiples decisiones que en dicho sentido ha proferido la Sala de  Casación Laboral en sede de tutela.  
Por consiguiente, la omisión de dar curso al trámite de consulta invalida la actuación surtida con posterioridad a la sentencia de primer grado, en los términos del numeral 3º del artículo 140 del CPC y del último inciso del artículo 144 ibídem.

Tal posición fue asumida por la Sala de Casación Laboral en la sentencia STL-4255-2013, al decidir la segunda instancia en un caso similar al actual, dado que, habiéndose iniciado un proceso ejecutivo a continuación del ordinario, el juzgado accionado, declaró la nulidad de la actuación surtida con posterioridad a la sentencia dictada el 13 de marzo de 2013 – fecha incluso anterior a la sentencia proferida en este asunto-, por no haberse agotado la consulta a favor de Colpensiones.  Tal decisión,  según lo consideró la Corte como juez constitucional, no se presentó como vulneratoria del debido proceso, de la seguridad jurídica, ni de la figura de la cosa juzgada.  En efecto, dijo la alta corporación: 
 “es importante resaltar que en este caso el grado jurisdiccional de consulta operó por ministerio de la ley. Por tanto, la sentencia no cobra ejecutoria hasta tanto se surta el mismo”.  
Más recientemente indicó,  “Así las cosas, la decisión proferida por el juzgador de primer grado, en la que se imponga una condena parcial o total contra la Nación, los entes territoriales o los descentralizados donde  aquélla sea garante, no cobrará ejecutoria hasta tanto se surta el grado jurisdiccional de consulta, conforme a lo dispuesto en el artículo 331 del C.P.C., aplicable a los juicios laborales y de seguridad social por autorizarlo así el artículo 145 del C.P.T y S.S.” –SLT 7382-15 del 9 de junio de 2015-.
En el anterior orden de ideas, se declarará la nulidad de toda la actuación surtida en el presente proceso ejecutivo, así como la adelantada en el proceso ordinario laboral de primera instancia promovido por María Isnarde Garcés Medina contra el Instituto de Seguros Sociales hoy Colpensiones con posterioridad a la sentencia del 18 de julio de 2013.
Consecuente con lo anterior, se ordenará al juzgado de origen, la remisión inmediata del citado proceso, para surtir el trámite de la consulta.
Sin costas 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado en el proceso ejecutivo laboral, iniciado por la señora María Isnarde Garcés Medina contra el Instituto de Seguros Sociales hoy Colpensiones.

SEGUNDO: DECLARAR la NULIDAD del trámite adelantado en el proceso ordinario laboral iniciado por la señora María Isnarde Garcés Medina contra el Instituto de Seguros Sociales hoy Colpensiones con posterioridad a la sentencia proferida el 18 de julio de 2013, por haberse configurado la causal 3ª del artículo 140 del C.P.C.

TERCERO. ORDENAR al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, la remisión inmediata del proceso ordinario laboral formulado por la señora MARIA ISNARDE GARCÉS MEDINA contra el instituto de seguros sociales hoy  colpensiones,  con el fin de que se surta el grado jurisdiccional de consulta previsto en el artículo 69 del CPT y SS.
Sin costas.
Notifíquese,
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                                                       Magistrada  

                                                                                                        Salva voto
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA

Secretaria
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Por regla general los beneficiarios de una pensión de sobrevivientes no conforman en el proceso un litis-consorcio necesario: “Cuando en un proceso judicial, donde se esté discutiendo la titularidad de una pensión de sobrevivientes, se advierta de alguna forma la existencia de potenciales beneficiarios que no vienen actuando en el litigio, es preciso, en virtud al principio de la economía procesal y en aras de salvaguardar los derechos económicos de éstos, llamárseles a la actuación procesal en aras de que ejerzan, en la forma en que ellos lo adopten, su derecho de defensa, lo cual no significa que tenga que conformarse con estas personas un litis-consorcio necesario, por cuanto cada uno de ellos tiene intereses individuales, en algunos casos excluyentes, y no colectivos frente a la titularidad de la pensión de sobrevivientes; razón de más para afirmar que, si no se les convocó al proceso, la sentencia que en éste se profiere les es inoponible, lo cual los faculta para ventilar sus pretensiones en otro proceso, habida consideración que no hay lugar a considerar la existencia del fenómeno de la cosa juzgada.”

SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente al proyecto mayoritario, misma que se traduce en lo que en su momento presenté a la Sala, y que no fue avalado por la mayoría de sus integrantes, razón por la cual mi tesis fue derrotada. Dicha tesis corresponde al siguiente tenor:
1.1
Taxatividad de las nulidades procesales 


 De la lectura del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil –norma aplicable al escenario laboral por remisión que autoriza el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social–, se puede inferir que en el tema de las nulidades procesales impera el principio de la taxatividad, toda vez que, a pesar de que en el proceso se pueden suscitar una pluralidad de situaciones que tienen la virtualidad de alterar sus reglas y afectar las garantías de los litigantes, sólo los nueve eventos enmarcados en la aludida disposición adjetiva tienen la capacidad de dejar sin efecto toda o parte de la actuación que se hubiese desarrollado en el juicio.

1.2
Por regla general los beneficiarios de pensiones de sobrevivientes no conforman en el proceso un litisconsorcio necesario

Mediante auto proferido el 1º de febrero de 2013, dentro del proceso radicado bajo el número 2010-00448, con ponencia del Magistrado Julio César Salazar Muñoz, esta Corporación expuso lo siguiente:

“Cuando alguien se presenta en un proceso judicial a reclamar a una administradora de pensiones el reconocimiento de una pensión de sobrevivientes, entre otras, pueden surgir las siguientes situaciones:

a.
El mismo demandante hace notar en su demanda la existencia de otra persona a quien interesa el mismo derecho.

b.
El demandante no señala que exista otra persona interesada en el derecho, pero la administradora demandada, en su contestación, pone en evidencia tal situación.

c.
Ninguna de las partes da cuenta de la existencia de otra persona que alegue el mismo derecho del actor, pero algunas pruebas obrantes en el proceso ponen de manifiesto la existencia de otro sujeto con igual o mejor derecho que aquel.

En cualquiera de las anteriores hipótesis, por economía procesal y en aras de proteger los derechos económicos de los interesados, es del caso convocar al proceso a aquellos que se presentaron a reclamar la pensión de sobrevivientes en la actuación administrativa, quienes tendrán la potestad de definir la manera en que ejercerán el derecho de contradicción, bien con carácter pasivo o por el contrario de una manera activa, presentando sus propias pretensiones, para lo cual deberán utilizar la figura procesal de la intervención excluyente.

No obstante, la participación en el proceso de las personas a quienes les asiste un interés legítimo no denota necesariamente la presencia de un litis-consorcio necesario para integrar la parte pasiva del pleito, por cuanto no existe reglamentación legal que así lo disponga y tampoco se trata de situaciones en las que, por la naturaleza de la relación jurídico-sustancial, se requiera de la presencia de todas ellas para poder resolver el fondo del asunto.

Así lo tiene adoctrinado de vieja data la Sala de casación laboral de la Corte Suprema de Justicia, según se puede leer en el recuento que se hace en la reciente sentencia de 15 de febrero de 2011, radicación 34939 con ponencia del doctor CARLOS ERNESTO MOLINA MONSALVE, en la que, en lo pertinente se expuso: 

“Al margen de lo dicho, cabe anotar, que ha sido criterio adoctrinado de la Sala, que en controversias como la que ocupa la atención de la Sala, por lo general no se da la figura del litisconsorcio necesario entre la cónyuge y otro beneficiario que para el caso correspondería a la hija extramatrimonial del causante <mayor de edad que adelanta estudios>, y al respecto conviene traer a colación lo señalado por la Corte en sentencia del 24 de junio de 1999 radicado 11862, reiterada en casación del 21 de febrero de 2006 radicación 24954, que aunque era en relación con la comparecencia de la compañera permanente, sus enseñanzas tienen plena aplicabilidad en este asunto, oportunidad en la cual se dijo:

“(....) Tiene razón el recurrente, puesto que el ad quem se equivocó al concluir que era necesario integrar un litis consorcio entre la cónyuge sobreviviente, demandante, y la presunta compañera del mismo, puesto que según lo tiene establecido esta Sala, ni por previsión legal, como tampoco por la naturaleza de la relación jurídico sustancial que dio origen al juicio se da la exigencia señalada por el sentenciador, ya que esa vinculación no está formada por un conjunto plural de sujetos que no pueda dividirse, sino que por el contrario cada uno de los beneficiarios puede ejercer su acción con prescindencia de los demás. Entre otras, en la sentencia de radicación 6810 del 2 de noviembre de 1994 se estudió el punto, así: (…)

“ALGUNAS POSIBLES CONTROVERSIAS JUDICIALES Y LA FORMA COMO DEBEN COMPARECER LOS INTERESADOS A LAS MISMAS:

“En ocasiones se da el caso de que el supuesto empleador de un trabajador fallecido, niegue en absoluto la existencia de derechos para beneficiarios, pues estima, por ejemplo, que no existió contrato de trabajo. En tal hipótesis los posibles beneficiarios podrán individualmente o en conjunto acudir ante la justicia en reclamo de su derecho. Si no tienen controversias entre sí lo indicado, por razones de economía procesal, es que comparezcan conjuntamente en calidad de litisconsortes facultativos por parte activa (C.P.C, art 50). Pero si hay controversia deberán comparecer, unos como demandantes y otros en calidad de intervinientes "ad excludendum", pues estos habrán de formular su pretensión frente a demandante y demandado (C.P.C art 53). En este caso la sentencia resolverá por razones obvias el conflicto con el presunto empleador y si éste resulta obligado se decidirá seguidamente el litigio entre los reclamantes.

 “(...)”

“En todas estas eventualidades siempre debe contemplarse la posibilidad de que posteriormente acudan nuevos beneficiarios que no han sido parte en los procesos y, por tanto, dado que su situación es individual, al no darse cosa juzgada frente a ellos, hay lugar a que ejerciten sus propias acciones. Si ello ocurre, debe recordarse que los beneficiarios que hubieren recibido son los obligados para con los nuevos, respecto de los derechos que a estos correspondan.

“Sirve de ejemplo la situación generada por el fallo recurrido en casación pues resulta que la señora Mercedes Jiménez Parra tiene reconocido el derecho a sustituir en la jubilación que le cancelaba Bavaria S.A, a su compañero permanente Ricardo Marín Zamudio, de ahí que la compañía deba cancelarle la prestación. No empece a ello, otros beneficiarios diferentes del señor Marín podrían discutir judicialmente el derecho jubilatorio en todo o en parte, reclamándoselo principalmente a la beneficiaria Jiménez Parra quien responde por lo que haya percibido y a la empresa en vista que sigue respondiendo de él en tanto prestación vitalicia”.

En conclusión, cuando en un proceso judicial, donde se esté discutiendo la titularidad de una pensión de sobrevivientes, se advierta de alguna forma la existencia de potenciales beneficiarios que no vienen actuando en el litigio, es factible, en virtud al principio de la economía procesal y en aras de salvaguardar los derechos económicos de éstos, convocarlos a la actuación procesal en aras a que ejerzan, en la forma en que ellos consideren pertinente, su derecho de defensa, lo cual no significa que tenga que conformarse con estas personas un litis-consorcio necesario, por cuanto cada uno de ellos tiene intereses individuales, en algunos casos excluyentes y no colectivos frente a la titularidad de la pensión de sobrevivientes; de allí que, si bien su participación procesal es lo ideal, el hecho de no participar en la actuación no vulnera sus derechos, pues obviamente la sentencia que en éste se profiere les será inoponible, lo cual los faculta para ventilar sus pretensiones en otro proceso.”     

1.3
Caso concreto


De conformidad con lo expuesto en precedencia, resulta evidente que la solicitud de nulidad formulada por la señora Olga Orozco Valencia no es procedente, toda vez que la hipótesis contenida en la causal que da apoyo a tal petición –No. 8 del artículo 140 del C.P.C.-, no tiene aplicación en su caso, pues toda la actuación adelantada por la operadora jurídica de primer grado se surtió con desconocimiento de su existencia, condición y aspiraciones, situación que impidió su convocatoria al proceso pero que, en cualquier caso, no vulnera su derecho a debatir su derecho en un proceso judicial separado. 


En otras palabras, su ausencia durante el trámite de primera instancia se produjo porque en él no se tuvo noticia de su existencia, ya fuese a través de las partes o en virtud a las pruebas que componen el expediente, de manera que la A-quo no contó con los elementos de juicio para disponer, sustentado en el principio de economía procesal y en defensa de los intereses económicos de los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes que aquí se reclama, su vinculación a la litis, la cual, en el evento de haber sucedido, no podía efectuarse a través de la figura jurídico-procesal del litis-consorcio necesario, ya que como pasó de explicarse en el acápite de consideraciones, no existe una norma jurídica que así lo ordene ni se verifica una relación sustancial entre la señora Orozco Valencia y los demás beneficiarios de la prestación de sobrevivencia que determine entre estos derechohabientes la conformación de tal figura.   

Ahora bien, lo dicho en la parte considerativa fue llevado a la práctica cabalmente por parte de quien aquí solicita la nulidad, pues de conformidad con el acta visible a folio 159 del cuaderno original, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Armenia (Quindío) le reconoció a la petente la pensión de sobrevivientes en un porcentaje del 70%, y a la aquí demandante, señora María Isnarde Garcés Medina, -quien fue debidamente vinculada a ese litigio- en un 30%, decisión que no fue apelada por ninguna de las partes y que actualmente se encuentra en la Sala Civil-Laboral-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de la aludida capital a efectos de que se surta el grado jurisdiccional de consulta a favor de Colpensiones, según respuesta dirigida por esa Colegiatura (fl. 15 C. 2); lo anterior deviene en la conclusión de que el fallo que se adoptó en el proceso surtido en el Primero Laboral del Circuito de Pereira no produjo efectos de cosa juzgada frente a sus aspiraciones.

En consecuencia debió confirmarse el auto apelado y no declarar la nulidad de todo lo actuado en el proceso ejecutivo laboral y el trámite adelantado en el proceso ordinario laboral con posterioridad a la sentencia proferida el 18 de julio de 2013, como se propuso en el proyecto mayoritario.
En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

� STL 7382 de 2015


� Auto del 1 de febrero de 2013, Rad. 2010-00448. M.P. Julio César Salazar Muñoz
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